
 

 
 

PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO, POR EL CUAL SE EXHORTA A LA CNDH A 

REALIZAR GESTIONES A FIN DE ASEGURAR EN LAS PLAYAS DEL PAÍS EL ACCESO 

INCLUYENTE GENERALIZADO, SOBRE TODO PARA LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD, Y 

EMITIR MEDIDAS CAUTELARES Y ACCIONES JURÍDICAS A EFECTO DE GARANTIZARLO, A 

CARGO DE LA DIPUTADA MÓNICA ALMEIDA LÓPEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL 

PRD 

Con fundamento en la facultad que otorga la fracción I del artículo 6o., así como el artículo 79 en su inciso 1, 

fracción II, del Reglamento de la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión, la que suscribe, 

diputada Mónica Almeida López, integrante del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución 

Democrática, pone a consideración de esta asamblea legislativa el siguiente punto de acuerdo que tiene por 

objeto girar atento y respetuoso exhorto a la Comisión Nacional de los Derechos Humanos a efecto de que en el 

ámbito de su competencia y, de manera coordinada, realice gestiones que dentro de sus facultades estime 

pertinente y suficientes para que el acceso a las playas del país sea inclusivo para todas las personas, sobre todo 

aquellas que cuenten con alguna discapacidad y, asimismo, se emitan las medidas cautelares y acciones 

jurídicas para garantizar que esto ocurra, al tenor de los siguientes razonamientos de hecho y de derecho que se 

señalan en las siguientes 

Consideraciones 

1. Objeto del punto de acuerdo: 

Por medio de este punto de acuerdo se tiene por objeto coadyuvar a garantizar que todas las playas a nivel 

nacional sean incluyentes acorde a los tratados internacionales y demás legislación en la materia. 

2. Contexto global 

La Comisión Nacional de Derechos Humanos se ha mantenido a la vanguardia respecto de los procesos de la 

comunidad internacional en materia de derechos humanos, al reconocer que todos los seres humanos poseen 

derechos inalienables. 

Es en este proceso donde se forja el cambio de paradigma de un modelo médico asistencialista a un modelo de 

derechos humanos de las personas con discapacidad, es donde se genera una corresponsabilidad de la sociedad, 

el Estado y las personas con discapacidad. 

Lo anterior se ve reflejado en la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (CDPD), que 

fue aprobada el 13 de diciembre de 2006 por la Asamblea General de las Naciones Unidas. Esta convención 

tiene como propósito promover, proteger y asegurar el goce pleno y en condiciones de igualdad de todos los 

derechos humanos y libertades fundamentales por todas las personas con discapacidad, y promover el respeto de 

su dignidad inherente. Es por ello que debemos modificar nuestra cultura de percepción de las personas con 

discapacidad en virtud de que poseen los mismos derechos que cualquier persona, iniciando con el Estado, sus 

políticas públicas y sus acciones en concreto, por lo que todos debemos propiciar su participación plena y 

efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con los demás.
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La propia convención señala 5 acciones para crear una sociedad incluyente: 

• Promueve la eliminación de barreras físicas, de información, de comunicación y lograr que se tenga una 

actitud positiva hacia las personas con discapacidad, interactuando de manera cordial con ellas 



 

 
 

• Cuando desarrolles una actividad o brindes un servicio, pregunta a la persona con discapacidad (auditiva, 

intelectual, física, psicosocial o visual), la mejor manera de proporcionarlo. 

• No limites la autonomía de las personas con discapacidad con actitudes de sobreprotección o rechazo. 

• Confía en las capacidades, méritos y habilidades de las personas con discapacidad, todos podemos 

contribuir a la construcción de una sociedad incluyente. 

• Procura que todos los espacios, bienes y servicios, sean adecuados para cualquier persona, sin necesidad de 

hacer grandes modificaciones. 

En razón de ello tratándose de desarrollo sostenible y prosperidad urbana se observa que se requiere de un 

marco institucional que proponga el ejercicio pleno de los derechos económicos, sociales, culturales, 

ambientales y urbanos para toda la población 

La justicia social relacionada con el acceso equitativo, oportuno y fácil de recursos para toda la población se 

podrá lograr en un contexto de igualdad generalizada no sólo ante la ley sino ante las oportunidades de 

desarrollo urbano 

Sin embargo, tanto la localización de las viviendas en contextos de segregación y fragmentación urbana, como 

determinadas prácticas discriminatorias en espacios públicos, son elementos que inhiben procesos de inclusión 

y la interacción social generada desde la confianza y la seguridad. En este sentido, se debe hacer énfasis en uno 

de los principales derechos urbanos, como lo ese el acceso equitativo de una vivienda adecuada con espacios 

públicos incluyentes y servicios urbanos accesibles y de calidad para el conjunto de la población. 

En la Conferencia Internacional Hábitat III, celebrada en la ciudad de Quito en octubre del 2016, se 

contemplaron ciertas acciones clave para promover procesos incluyentes en las ciudades como el compromiso 

político de los gobiernos de equiparar las condiciones de la ciudadanía según sus necesidades y así alcanzar una 

vida digna. Otro compromiso es contemplar una serie de mecanismos institucionales que favorezcan dinámicas 

de inclusión social y no discriminación, promoción de participación ciudadana en el acceso universal a los 

servicios urbanos, procesos de planificación espacial, así como el reconocimiento del papel complementario 

entre los gobiernos nacionales y locales en el desarrollo urbano incluyente (ONU-Hábitat, 2016). En el marco 

de la atención y el respeto de los derechos económicos, sociales, culturales y ambientales en las ciudades se 

debe trabajar alrededor de las necesidades específicas de los grupos vulnerables o de atención prioritaria y de 

los retos que surgen por la exigibilidad de los mismos en torno a los servicios públicos, la economía urbana, la 

participación ciudadana y el uso inclusivo de los espacios públicos 

Desde la ratificación de la Convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos de las Personas con 

Discapacidad y su Protocolo Facultativo, en 2008, países como chile han asumido un modelo centrado en las 

personas, el respeto de sus derechos y el fomento de su independencia y autonomía, el cual nos desafía a 

abandonar el asistencialismo y generar las condiciones que permitan a las personas en situación de discapacidad 

su plena inclusión social y una efectiva igualdad de oportunidades, lográndose la atención inclusiva cuando a 

calidad del servicio que entregamos es la misma para todos nuestros usuarios y usuarias sin distinción. 

Derivado de esto se formuló un Modelo de Sistema Integral de Formación y Atención Ciudadana Inclusiva, en 

el cual se entrega información esencial y criterios técnicos destinados a promover la participación de personas 

con discapacidad y brindar las orientaciones para evitar acciones de discriminación o que atenten contra la 

autonomía de ellas, permitiendo el pleno ejercicio y goce de los derechos de las personas con discapacidad. 



 

 
 

Además de considerar las particularidades de las personas en situación de discapacidad de origen motor o físico, 

de origen auditivo, de origen intelectual y por causa psíquica, se implementaron orientaciones generales y 

prácticas sobre los aspectos que se deben considerar para una atención inclusiva, particularmente referidos a la 

accesibilidad universal del espacio de atención. 

Por tanto, existen criterios generales que se deben tomar en consideración para poder contar con espacios 

públicos que cuenten con las características y medidas de accesibilidad universal para personas con 

discapacidad en los espacios públicos: 

• Realizar adaptaciones que sean accesibles para todas las personas, desde el ingreso al lugar hasta el espacio 

de atención. 

• Implementar rampas de acceso en la entrada del edificio u oficinas donde se realiza la atención de público. 

• Los mesones de atención de público debieran ser accesibles, ser más bajos para que una persona en silla de 

ruedas pueda ser atendida y mirar a la persona que lo atiende, quedando a un nivel que le facilite la consulta 

que realiza. 

• Puertas más anchas, de 90 centímetros, de tal manera que permitan el ingreso de una persona que se traslada 

en una silla de ruedas. 

• Baños accesibles (que contemplen puertas anchas en los accesos, barras de apoyo, etcétera). 

• Contemplar el uso del ascensor cuando los espacios de atención de público están en otros pisos. Se debe 

considerar también el uso de señalética indicando el acceso de los ascensores y el teclado en Braille de los 

botones del ascensor. 

• Verificar que en el trayecto no existan escaleras, peldaños o desniveles que dificulten el traslado de la 

persona con movilidad reducida o que se traslada en silla de ruedas. 

• Considerar que los espacios de atención estén ubicados en el primer nivel de un edificio, sobretodo en casos 

donde no existe ascensor y accesibilidad para llegar hasta los otros pisos. 

Tratándose de accesibilidad se tiene contemplado la ruta accesible y la cadena de accesibilidad como los 

factores determinantes para lograr contar con espacios incluyentes, en lo particular la ruta accesible se 

comprende como el espacio de circulación continua con características específicas que permitan asegurar un 

desplazamiento seguro de todas las personas.
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 Esta ruta accesible se debe implementar en todos los espacios, 

tanto en el entorno (espacio público exterior) como en el acceso a la zona de atención y las dependencias en las 

que se atiende público, contando con las siguientes particularidades: 

• Tener un ancho mínimo continuo que permita la circulación de personas con discapacidad usuarias de sillas 

de rueda, bastones o personas que caminen o se desplacen juntas, como personas mayores por ejemplo. Se 

considera que un rango entre 1,20 y 1,50 metros cumple con esta característica. 

• Debe tener un pavimento estable y de superficie homogénea, es decir que no tenga resaltes u otras 

características que generen algún grado de dificultad para desplazarse u orientarse, como por ejemplo lo que 

producen los pisos adoquinados. 



 

 
 

• Debe ser antideslizante, tanto en seco como mojado y no debe tener elementos sueltos o cambios bruscos de 

material que sean inseguros, como puede suceder con las rejillas metálicas en una circulación peatonal, o 

cierto tipo de pavimentos que al mojarse se tornan resbaladizos, con el consiguiente riesgo de caída para las 

personas que los usan, tanto para personas con o sin discapacidad. 

• Deberá estar libre de obstáculos, gradas o cualquier barrera que dificulte el desplazamiento y percepción de 

su recorrido. En caso de existir diferencias de nivel estas se deberán solucionar de manera que implique el 

menor esfuerzo posible a las personas, y que su desplazamiento siga siendo de manera autónoma. 

Por su parte la cadena de accesibilidad se entiende como el conjunto dinámico y secuencial de actividades 

asociadas al quehacer de las personas realizadas en distintos ámbitos, esta cadena de accesibilidad hace 

referencia a la capacidad de acceder y egresar de un entorno, de desplazarse y circular por los distintos espacios 

que lo conforman, de aproximarse y usar los distintos elementos que existan en él. Además se considera 

necesario recibir información de dicho entorno, permitiendo y promoviendo también la comunicación 

(interactiva y no interactiva) en condiciones de autonomía, facilidad y seguridad. La cadena de accesibilidad 

aplicada a un espacio de atención debe considerar entonces las acciones de: acceder y egresar, desplazarse y 

circular, aproximarse y utilizar, comunicar e informar, teniendo un desglose específico de acuerdo con lo 

siguiente: 

• La conexión: El acceso a la zona de atención debe estar conectado a la zona de estacionamientos o a través 

de la vereda hasta las zonas de transporte público. En el caso de contemplar estacionamientos, deberán 

proveerse al menos el mínimo de dotación según establezca la norma, y en caso de no contar con ellos, se 

debe verificar la ubicación de los estacionamientos accesibles de uso exclusivo en el entorno 

• Acceso: La zona de atención debe ser de fácil acceso, si el acceso se encuentra en el mismo piso pero a 

distinto nivel, se deben contemplar rampas de pendiente suave, que en lo posible suba una altura de hasta 8 

centímetros por cada metro de largo de la rampa (hasta 8 por ciento de pendiente) con pasamanos en dos 

alturas para facilitar el desplazamiento y movilidad de distintas personas. Si no fuese posible instalar una 

rampa de estas características, se puede considerar algún tipo de elevador, o sistema mecánico de 

desplazamiento, siempre y cuando este pueda ser usado de manera autónoma por las personas. Considerando 

esto, la llamada silla oruga no es una opción para espacios de atención a público. 

• Desplazamiento horizontal: Es fundamental permitir un desplazamiento cómodo, seguro y en condiciones 

de autonomía. Para ello es necesario mantener la continuidad de la ruta accesible; es decir considerar un 

espacio de circulación libre de un ancho mínimo que permita el paso simultáneo de dos personas, se sugiere 

1,20 metros en este espacio se puede desplazar también una persona en silla de ruedas, una persona que 

utiliza bastones y otras personas con discapacidad, o bien que tenga el mismo ancho de la vía de evacuación a 

la que se conecta. Por lo mismo es importante que este espacio de circulación no sea interrumpido por otros 

elementos que al ser funcionales generen que se dificulte el tránsito, como podría ser colocar asientos para 

espera, dispensadores de números, mobiliario o información del servicio o tipo de atención que se entrega. 

• Desplazamiento vertical: Asimismo, en caso de que el espacio de atención al público se encuentre en otro 

piso, se debe asegurar que exista un sistema de elevación adecuado, privilegiando el uso de ascensores, que 

idealmente permitan que una persona en silla de ruedas pueda girar en 360° (para ello el ascensor debe medir 

al menos 1,40 metros de ancho y de fondo). Además el ascensor accesible debe considerar aviso de llegada e 

indicación del piso, tanto en audio como visualmente. Estos dispositivos se deben ubicar a una altura tal que 

permita su visualización incluso cuando el dispositivo está lleno 



 

 
 

• Escalera: También debe cumplir requisitos de accesibilidad y seguridad, entre los que podemos destacar que 

exista una clara diferenciación cromática entre la huella (parte horizontal del peldaño) y la nariz de grada (la 

punta del peldaño), evitar el uso excesivo de huinchas o elementos antideslizantes u ornamentales que 

dificulten una clara percepción de cada peldaño. Asimismo en las contrahuellas (parte vertical del peldaño) se 

sugiere que sean sólidos. 

• Aproximación y uso: Es importante considerar una adecuada acción de aproximarse a los elementos que se 

consideran prioritarios al momento de plantear un espacio de atención, como es el sector de informaciones, 

mesón de atención, la zona de espera y los dispositivos y/o elementos necesarios para realizar este proceso, 

como dispensadores de número, forma de llamado para atender, etc. Para todos estos elementos se debe 

considerar un acceso libre y expedito, y un espacio de maniobra que permita su utilización; por lo que es 

importante el establecer rangos de altura que permitan su uso a la mayor cantidad de usuarios posibles. Se 

sugiere que el mesón de atención cuente con al menos un tramo de ancho suficiente que permita atender a dos 

personas simultáneamente y que la cubierta se encuentra a una altura máxima entre 0,78 y 0,83 metros, y 

asimismo que cuente con una altura libre bajo cubierta entre 0,70 y 0,75 metros, y que tenga mínimo 0,30 

metros de profundidad. 

• Servicios higiénicos: Para considerar una atención inclusiva es muy importante contar con servicios 

higiénicos que cumplan con los estándares de accesibilidad y diseño universal, de esa manera promovemos 

también la posibilidad de la inclusión laboral. Un baño accesible debe contar con una puerta de ancho 

suficiente, se sugiere puerta de 0,90 metros de ancho y que preferentemente abra hacia el exterior. En su 

interior debe permitir que se pueda girar en 360° considerando un diámetro libre de giro de 1,50 metros, que 

permitirá maniobrar a una silla de ruedas. Este giro puede considerar la parte de abajo del lavamanos, 

siempre que este no cuente con pedestal u otro elemento que pueda interferir. Asimismo, debe contar con un 

espacio de transferencia esto es un espacio libre de 0,80 metros de ancho x 1,20 de largo, al menos a un 

costado del inodoro, para posicionar la silla de ruedas y poder trasladarse desde ella al artefacto. 

• Seguridad y emergencias: Se deben considerar estándares de accesibilidad y asimismo protocolos para 

resguardar la seguridad de todas las personas en situaciones de emergencia, y especialmente la de personas 

con discapacidad. Entre algunas de las medidas a considerar está la de cerrar o proteger el espacio de sombra 

bajo escaleras que se encuentren en vías de evacuación. 

3. Antecedentes, el caso de Jalisco: 

Con fecha de 17 de mayo de 2016 se inauguró la primera playa incluyente en Jalisco.
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 A su vez, sería la primera 

playa con estos parámetros a nivel nacional tal como lo ha establecido el gobierno, ubicada en el municipio de 

Cihuatlán, en la población de Cuastecomates. 

Entre las diversas acciones que se llevaron a cabo por parte del Gobierno del Estado de Jalisco para lograr este 

cometido resalta que se adaptaron “señaléticas, accesos, vialidades, mobiliario urbano y anfibio, además de ser 

una playa cardioprotegida al contar con equipo para brindar primeros auxilios, personal capacitado y atención 

médica de urgencias.”
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 A decir del propio ente público también se llevaron a cabo las siguientes acciones: 

“Vialidad y banquetas sin desniveles, cajones de estacionamiento para personas con discapacidad, mapas y 

señalización en braille, guías podotáctiles, zonas de descanso, ciclopuerto, área para mascotas (perros guías), 

equipamiento urbano y anfibio, pasarela en playa, baños accesibles, plazoleta en acceso a playa, telefonía, 

una planta de tratamiento de aguas residuales, instalaciones subterráneas de agua, drenaje y electricidad.”
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Las dependencias que hicieron esto posible fue el Sistema DIF Jalisco, la Comisión Estatal del Agua, la 

Secretaría de Infraestructura y Obra Pública, y la Secretaría de Turismo, logrando con ello una acción 

innovadora a favor de un sector prioritario que se estima que cuenta con 300 mil personas. 

Esta política pública es acorde a los tratados internacionales en la materia y la legislación vigente, en donde se 

salvaguarda entre otros derechos la movilidad de las personas con discapacidad, y la posibilidad que puedan 

acceder a diversos servicios públicos. Entre los tratados internacionales que se puede mencionar que hace 

alusión al derecho en cuestión cabe resaltar el artículo 20 de la Convención sobre los Derechos de las Personas 

con Discapacidad de las Naciones Unidas, el cual se cita dada la importancia que tiene para al acuerdo en 

cuestión: 

“Los Estados parte adoptarán medidas efectivas para asegurar que las personas con discapacidad gocen de 

movilidad personal con la mayor independencia posible, entre ellas: 

• a) Facilitar la movilidad personal de las personas con discapacidad en la forma y en el momento que 

deseen a un costo asequible; 

• b) Facilitar el acceso de las personas con discapacidad a formas de asistencia humana o animal e 

intermediarios, tecnologías de apoyo, dispositivos técnicos y ayudas para la movilidad de calidad, incluso 

poniéndolos a su disposición a un costo asequible; 

• c) Ofrecer a las personas con discapacidad y al personal especializado que trabaje con estas personas 

capacitación en habilidades relacionadas con la movilidad; 

• d) Alentar a las entidades que fabrican ayudas para la movilidad, dispositivos y tecnologías de apoyo a 

que tengan en cuenta todos los aspectos de la movilidad de las personas con discapacidad.
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Este artículo citado a su vez tiene relación con el principio de inclusión plena establecido en el numeral 3 de 

este acto jurídico convencional a nivel internacional. Con ello se da a entender que el Estado debe garantizar 

que toda persona, sin importar que cuente con una discapacidad, se logre poder realizar su proyecto de vida 

brindando las mismas oportunidades que aquellas personas que no cuentan con esta situación. 

4. Otros casos de playas incluyentes: 

Frente a estos casos cabe resaltar que actualmente se cuenta con casos aislados como es el caso de Playa del 

Carmen, que fue el primer caso en donde se logró una playa incluyente en el 2013, y se le sumaron otra en dicha 

localización, otra en Cancún, siendo todas focalizadas en el estado de Quintana Roo. 

A su vez, se le ha sumado en Guerrero, en la playa denominada “Bahías de Papanoa”, en el municipio de 

Tecpan de Galeana. Vale la pena señalar que actualmente, no existe a nivel federal, más allá de esfuerzos 

estatales y municipales, una política pública específica para lograr el que existan acciones concretas en materia 

de playas incluyentes, problemática que en el siguiente apartado se desarrolla en su integridad. 

5. Problemática nacional: 

Si bien fue emblemático dicha política pública, hasta la fecha no se le ha dado seguimiento para que las demás 

playas a nivel nacional puedan contar con dicha infraestructura. A lo largo del tiempo se ha podido constatar 

que las costas nacionales carecen de los elementos básicos para que las personas puedan acceder a las playas y 

gozar de ella de manera plena; sobre todo tratándose de las personas con discapacidad. 



 

 
 

Estos vacíos contravienen la Constitución Política Federal la cual establece en su artículo 27,
7
 así como la 

fracción I del artículo 7o. de la Ley General de Bienes Nacionales que establece que las playas son bienes 

públicos para el provecho de todos los mexicanos, mismo que se cita para lograr mayor claridad en cuanto al 

objeto de este punto de acuerdo: 

“Artículo 7. Son bienes de uso común: 

IV. Las playas marítimas, entendiéndose por tales las partes de tierra que por virtud de la marea cubre y 

descubre el agua, desde los límites de mayor reflujo hasta los límites de mayor flujo anuales;”
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En ese sentido queda claro que en tanto se sigan llevando sólo acciones aisladas y fragmentadas a favor de la 

población, sobre todo respecto de las personas con discapacidad, para acceder a un bien público, de manera 

efectiva se están violando distintos derechos humanos. El gobierno del estado y el federal, acorde al principio 

pro homine, y de progresividad y no regresividad, deben adoptar hasta el máximo de sus recursos para lograr 

que se erradiquen las barreras para el pleno disfrute de los derechos humanos tal como se establece en el 

artículo 2o. del Pacto Internacional de Derechos Económicos Sociales y Culturales.
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Lamentablemente, tras indagar en los diversos programas presupuestarios del Presupuesto de Egresos de la 

Federación para el Ejercicio Fiscal de 2018, este es omiso en establecer recursos para lograr el cometido 

mencionado.
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 Si bien las playas son bienes públicos nacionales, esto no es óbice para que el Poder Ejecutivo y 

las demás dependencias, realicen las acciones correspondientes, o generar las gestiones para que puedan 

coordinarse con las autoridades competentes. 

Como representantes populares, y acorde a la protesta de ley que hicimos, a efecto de garantizar los derechos 

humanos de las personas al tomar protesta como diputados federales, requerimos tomar medidas pertinentes 

para hacer frente a la presente problemática, llevando a cabo una postura política en común que se traduzca en 

el acceso de las playas a todos los jaliscienses. 

6. Propuesta: 

Es por ello que a través de este punto de acuerdo promovemos que se gire atento y respetuoso exhorto a la 

Comisión Nacional de los Derechos Humanos a efecto que se tomen las medidas precautorias pertinentes, y 

demás acciones legales, dentro del ámbito de competencia de estos organismos constitucionales autónomos para 

que: 

a) Se garantice el acceso irrestricto a las playas mexicanas acorde a lo establecido en la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos, y la Ley General de Bienes Públicos; y 

b) Se lleven a cabo acciones de planeación y presupuestación para garantizar el acceso a las playas nacionales 

a todas las personas como es el caso de las personas con discapacidad acorde a los tratados internacionales 

vigentes en el país. 

7. Pertinencia de la propuesta: 

Este llamamiento político tendrá la pertinencia jurídica consistente en que de aplicarse, las personas tendrán 

mayor seguridad jurídica en cuanto a la previsibilidad del pleno goce de sus derechos humanos, para disfrutar 

del patrimonio natural que son las playas y que nos corresponden como mexicanos. A su vez, se contarán con 

los elementos necesarios para establecer servicios homologados de calidad para resguardar el debido acceso 

para acceder a las playas ubicadas en el estado de Jalisco. 



 

 
 

Por lo anteriormente expuesto, fundado y motivado someto a la consideración del pleno de esta Cámara de 

Diputados la siguiente proposición con 

Punto de Acuerdo 

Único. Gírese atento y respetuoso exhorto a la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, a efecto que en el 

ámbito de su competencia y de manera coordinada, realice gestiones que dentro de sus facultades estime 

pertinentes y suficientes para que el acceso a las playas del país sea inclusivo para todas las personas, sobre todo 

aquellas que cuenten con alguna discapacidad, y asimismo se emitan las medidas cautelares y acciones jurídicas 

para garantizar que esto ocurra. 

Notas 

1 http://www.cndh.org.mx/sites/all/doc/cartillas/2015-2016/08-sociedad-in cluyente.pdf  
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